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Pereira, treinta de septiembre de dos mil dieciséis
Acta N° 0         de 30 de septiembre de 2016
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada el señor EDWARD ALBERTO LONDOÑO   contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 26 de agosto de 2016, dentro de la acción de tutela iniciado por éste contra el SENA REGIONAL RISARALDA y la DIRECCIÓN GENERAL de esa misma entidad.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa el señor Edwar Albert Londoño Londoño que mediante Resolución No 517 de 9 de Septiembre de 2009 el Ministerio de la Protección Social lo sancionó con el pago de una multa por valor de $1.490.700 a favor del SENA, por su incumplimiento con la obligación de realizar aportes al sistema de riegos profesionales de dos trabajadores, cuando no fungió como su empleador.
Sostiene que el SENA, luego de recibir el acto administrativo inició el proceso de cobro coactivo avocando el conocimiento y librando mandamiento de pago a través de auto de 25 de marzo de 2010; la citación para comunicación le fue remitida día 6 de abril de esa anualidad y el oficio de notificación por correo, el día 1º de octubre de 2014; no obstante, ambas misivas le fueron enviadas a una dirección donde ya no reside desde hace más de 5 años.

Refiere que sólo hasta ahora se entera de la existencia de tales comunicaciones en virtud a la solicitud que elevó con el fin de que le fuera entregada copia de la actuación en su contra y desconoce si fue emplazado, pues en el proceso no se encuentra esta información.
Considera que en virtud de lo expuesto, la notificación del mandamiento de pago no se ha surdido en debida forma, dando paso entonces a la prosperidad de la excepción de prescripción; no obstante, la entidad se sostiene en que con la remisión de los oficios antes relacionados se agotó tal actuación y en virtud a ello no ha prescrito la acción, por lo que lo instó a pagar o a solicitar plazo para cumplir con la obligación y a iniciar una acción de tutela para que un juez constitucional declarare esta excepción.
Considera que el proceder del SENA vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso y derecho de defensa, por lo que solicita su protección y como consecuencia de ello, pretende que se declare probada la excepción de prescripción de la acción de cobro por jurisdicción coactiva.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado al Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA-Regional y Risaralda y la Dirección General a nivel nacional por dos días, para que ejercieran su derecho de defensa.

El SENA a través de vocero judicial se vinculó a la litis confirmando los hechos relacionados con la imposición de la multa en contra del actor, así como la iniciación del proceso de cobro coactivo por parte de esa entidad, pero precisó la notificación dentro de dicho trámite se realizó conforme los lineamientos de la Resolución No 1235 de 2014, es decir por correo certificado, previo requerimiento para la notificación personal, el cual fue ignorado por el ejecutado.  Precisa que ambas comunicaciones fueron recibidas en la dirección del actor y fueron recibida por las señoras Aida Janeth Londoño Vargas y Aida Vargas respectivamente, con lo cual se interrumpió el termino de prescripción -5 años-, tal como lo establece el inciso 2º del artículo 17 del Estatuto Tributario Nacional.

Considera por lo expuesto que no ha vulnerado derecho alguno y en virtud a ello solicita que se niegue la protección reclamada.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado negó la protección constitucional solicitada por improcedente, al no advertir irregularidad alguna en la actuación de la llamada a juicio en relación con la notificación del auto que libró mandamiento de pago, pues estima que ésta siguió los lineamientos legales para su realización, al paso que consideró que no era la acción de tutela el mecanismo llamado a resolver la controversia plantada por el tutelante.

Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó remitiéndose a los mismos argumentos expuestos en el libelo inicial y cuestionado las consideraciones expuestas por la a quo en relación con la existencia de otros mecanismos de defensa pues estima que estos no resultan eficaces por lo prolongado, dispendioso y costoso de su trámite, precisando que no tiene recursos para adelantarlo.
Indica que no percibe la justificación para no decretar probada la prescripción cuando la misma resulta evidente en el trámite administrativo iniciado por el SENA, actuación que reprocha de la juez de primer grado, pues estima que con ello está favoreciendo en un enriquecimiento ilegal de la ejecutante. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulneró el SENA el debido proceso del actor en el proceso de acción coactiva adelantado en su contra?

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. NOTIFICACIÓN DEL MANDAMIENTO DE PAGO EN LOS PROCESOS DE   COBRO COACTIVO.

Dispone el artículo 826 del Estatuto Tributario el procedimiento que debe observarse, con el fin de efectuar la notificación personal del mandamiento de pago dentro del procesos de cobro coactivo, siendo éste el siguiente.

“El funcionario competente para exigir el cobro coactivo, producirá el mandamiento de pago ordenando la cancelación de las obligaciones pendientes más los intereses respectivos. Este mandamiento se notificará personalmente al deudor, previa citación para que comparezca en un término de diez (10) días. Si vencido el término no comparece, el mandamiento ejecutivo se notificará por correo. En la misma forma se notificará el mandamiento ejecutivo a los herederos del deudor y a los deudores solidarios”.
A su vez, la Resolución No 00210 de 2007, vigente para la fecha en que se libró mandamiento de pago en el caso bajo análisis, -derogada por la Resolución No 1235 de 2014-, reglamenta dicha notificación en los siguientes términos: 
“ARTÍCULO 26. NOTIFICACIÓN DEL MANDAMIENTO DE PAGO.  Para notificar el mandamiento de pago, se observará el siguiente trámite:

1. Notificación personal.
Una vez librado el mandamiento de pago, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su expedición, el funcionario ejecutor citará al deudor para que comparezca a su despacho personalmente o por intermedio de apoderado legalmente constituido, en un término de diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de su citación con el fin de notificarle personalmente la citada providencia.

La citación se remite a la dirección informada por el deudor, o a la que se logre establecer por parte del funcionario ejecutor o los operadores externos del cobro coactivo, por escrito a través de correo certificado cuya constancia de envío se agregará al expediente del proceso de cobro.

El término para comparecer a la notificación personal por parte del deudor, inicia a partir de la fecha de introducción de la comunicación al correo.

(…)

Surtida la etapa de notificación personal, sin que se logre la notificación de la providencia dentro del término dispuesto para tal fin, el secretario de cobro coactivo procederá a adelantar el procedimiento de notificación por correo.

2. Notificación por correo.  El trámite que debe surtirse para notificar el mandamiento de pago por correo es el siguiente:

Si vencidos los diez (10) días hábiles para la notificación personal, el deudor no comparece a notificarse del mandamiento de pago, deberá notificarse por correo, de conformidad al numeral 2 del artículo 14 del presente reglamento. En la misma forma se notificará el mandamiento de pago a los herederos del deudor y a los deudores solidarios.

En caso que la notificación del mandamiento de pago se haga por correo, deberá informarse de ello a través de una comunicación en la página web del Sena. La omisión de esta formalidad no invalida la notificación efectuada.

(…)”
4- EL CASO CONCRETO

En el presente asunto, se duele el actor del trámite efectuado por el Servicio Seccional de Aprendizaje –SENA- con ocasión a la notificación del auto que libró mandamiento de pago dentro del proceso de cobro coactivo iniciado en su contra, donde el título de recaudo es la resolución No 517 de 2009 por medio del cual le fue impuesta, por el Ministerio de la Protección Social, una multa del orden de $1.490.700, a favor de la accionada.

Argumenta la llamada a juicio que observó los lineamientos del artículo 826 del Estatuto Tributario y lo dispuesto en Reglamento de Recaudo de Cartera del SENA dispuesto en la Resolución No 1235 de 2014, precisando que a través de la comunicación de No 2-2010-001257 fue remitida al señor Londoño Londoño, citación para notificación personal del mandamiento de pago a la dirección Calle 55 No 20-98 del Barrio Sandiego del municipio de Dosquebradas, la cual fue recibida por la señora Aida Janeth Londoño y que en virtud a la no comparecencia del actor procedió a realizar la notificación por correo prevista en la normatividad citada.
De acuerdo con la prueba documental adosada al plenario, se tiene que antes de librar mandamiento de pago el Servicio Seccional de Aprendizaje remitió al actor oficio por medio del cual lo instó a pagar la suma de $1.490.000, antes de iniciar la acción de cobro por la vía jurídica –fls 20 y 34-.  Tal comunicación fue enviada a la dirección Calle 24 No 7-29 Oficina 411, no obstante, la misma, según el informe de correo visible a folio 22, fue devuelta con la nota de “Desconocido”.

Posteriormente, le fue dirigida a la dirección Calle 55 No 20-98 Barrio San Diego de Dosquebradas, el oficio adiado 8 de febrero de 2010 cuyo remitentes es Reaserfin Ltda, entidad encargada del cobro coactivo, por medio del cual lo invita a ponerse al día con su obligación. En esta oportunidad, quien recibió fue la señora Aida Julieth Londoño Vargas –fl 35-.
La comunicación por medio de la cual es citado el señor Londoño Londoño a notificarse personalmente del auto que libró mandamiento de pago en su contra,  obra a folio 9 del expediente, la misma fue elaborada el día 4 de junio de 2010, pero no hay forma de establecer: i) cuándo fue remitida, ii) a través de qué empresa de correos y iii) por quién fue recibida.

Frente a dicho documento vale la pena precisar que fue aportado al plenario únicamente por el actor y luego de haber solicitado copia de todo el expediente administrativo.  La llamada a juicio a pesar de relacionar la misiva en su contestación, ni la aportó, ni trajo prueba al plenario que pudiera dilucidar los interrogantes planteados, es más, afirma que la misma fue recibida por la señora Aida Julieth Londoño Vargas, cuando en realidad solo hay evidencia que ésta recibió el requerimiento de Reaserfin Ltda.-fl 35-.
En esos términos, no había lugar a proceder con la notificación por correo establecida en la legislación tributaria para las acciones de cobro coactivo, por cuanto no se surtió debidamente la citación para efectos de la notificación personal, con lo cual resulta evidente que el SENA, vulneró no sólo el debido proceso, sino también el derecho de defensa y contradicción que le asiste al accionante.

De acuerdo con lo anterior, habrá de revocarse la sentencia que por vía de apelación se conoce, para amparar tales garantías constitucionales y ordenar al SERVICIO SECCIONAL DE APREDIZAJE,  a través del su Director Regional, doctor Andrés Aurelio Alarcón Tique que,  en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, proceda a notificar el mandamiento de pago proferido por esa entidad mediante auto de fecha 25 de marzo de 2010 en contra del señor EDWAR ALBERT LONDÑO LONDOÑO,  dentro del proceso de cobro coactivo iniciado en su contra, observando para ello lo dispuesto en el artículo 826 del Estatuto Tributario y en la Resolución No 1235 de 2014 –norma a observarse en la actualidad, verificando la eficacia del medio utilizado para citarlo a dicha diligencia.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad el día 26 de agosto de 2016.

SEGUNDO: CONCEDER el amparo constitucional del derecho fundamental del debido proceso al señor EDWAR ALBERT LONDOÑO LONDOÑO.

TERCERO: ORDENAR al SERVICIO SECCIONAL DE APREDIZAJE,  por medio de su Director Regional, doctor Andrés Aurelio Alarcón Tique que,  en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, proceda a notificar el mandamiento de pago proferido por esa entidad mediante auto de fecha 25 de marzo de 2010 en contra del señor EDWAR ALBERT LONDÑO LONDOÑO,  dentro del proceso de cobro coactivo iniciado en su contra, observando para ello lo dispuesto en el artículo 826 del Estatuto Tributario y en la Resolución No 1235 de 2014 –norma a observarse en la actualidad, verificando la eficacia del medio utilizado para citarlo a dicha diligencia.

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
QUINTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

SEXTO: Copia de esta sentencia hágase llegar al juez de primera instancia.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO OCAMPO GAVIRIA

Secretario
PAGE  
8

